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I. RESUMEN
1. El 24 de mayo de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por el Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos (en adelante “los peticionarios”)
 en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “el Estado ecuatoriano”) por la detención, torturas y la muerte de Luis Fernando García García (en adelante “la presunta víctima” o “el señor García”), presuntamente cometidas tras haber sido detenido el 18 de noviembre de 1985 por personal de la Fuerza Aérea Ecuatoriana, así como por la falta de garantías judiciales y protección judicial en la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de los hechos. 
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, integridad personal, garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”), todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en su artículo 1.1. Por su parte, el Estado alega que el reclamo es inadmisible en vista de que no se han agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 46.1(a) de la Convención Americana. Asimismo, alega que la Comisión no puede funcionar como una cuarta instancia.

3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión concluye que es competente para conocer el reclamo y que éste es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de Luis Fernando García García y de sus artículos 5, 8 y 25 en perjuicio de sus familiares. Asimismo, la Comisión analizará en la etapa de fondo la posible violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. En consecuencia, dispone notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. La Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 677-04. Tras efectuar un análisis preliminar, el 9 de septiembre de 2009, la CIDH transmitió al Estado, las partes pertinentes de la petición para que presentara sus observaciones.  El 16 de octubre de 2009 el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada por la Comisión. El Estado presentó su respuesta el 1˚ de diciembre de 2009, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones. Los peticionarios presentaron su respuesta el 8 de enero de 2010, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. La respuesta del Estado fue recibida el 16 de febrero de 2010, y fue trasladada a los peticionarios para su conocimiento. 
5. El 23 de marzo de 2010, los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. El 23 de abril de 2010, el Estado presentó su respuesta, la que fue trasladada a los peticionarios para su conocimiento. El 20 de julio de 2010, los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. En fechas 9 de septiembre y 27 de octubre de 2010, el Estado solicitó prórrogas para presentar su respuesta, las cuales fueron respectivamente otorgadas por la CIDH. El 22 de noviembre de 2010, se recibieron las observaciones del Estado, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para su conocimiento. El 7 de febrero de 2011, los peticionarios presentaron información adicional la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento. El 11 de febrero de 2011, los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. Mediante escrito de fecha 28 de junio de 2011, el Estado presentó sus observaciones las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios presentan el reclamo por los presuntos hechos relacionados con la muerte de Luis Fernando García ocurrida en el mes de noviembre de 1985, mientras se encontraba presuntamente bajo la custodia de agentes estatales, quiénes alegan lo habrían sometido a una serie de presuntos actos de tortura que le habrían ocasionado la muerte. Sostienen que los hechos permanecerían impunes ya que no habrían sido debidamente juzgados ni se habrían sancionado a todos los responsables. Como sustento de sus alegatos, los peticionarios indican que en Ecuador fue creada una “Comisión de la Verdad” para investigar “crímenes de Estado”, y que el caso del señor García fue abordado en el informe presentado por dicha Comisión. 
7. En relación a los hechos, indican que el señor García trabajaba como estibador con la empresa Asociación de Servicios Aeroportuarios (en adelante “ASA”) en el Aeropuerto “Simón Bolívar” en la ciudad de Guayaquil. Alegan que el 18 de noviembre de 1985, el señor García fue detenido junto con otros trabajadores de ASA, por funcionarios de la Fuerza Aérea Ecuatoriana (en adelante “la FAE”). Alegan que la detención se habría realizado en el marco de una investigación relacionada con el extravío de una cámara fotográfica, ordenada por el Comandante de la II Zona Aérea, Teniente General Jorge Andrade Cevallos, por solicitud del Teniente Coronel de Aviación (retirado), Alfredo Moncayo Jaramillo. Aducen que la detención de la presunta víctima se habría realizado sin orden judicial y que, en lugar de ser llevado ante un juez de la jurisdicción ordinaria, fue trasladado a la Base de la FAE de Guayaquil donde habría permanecido detenido. 
8. Indican que el día 23 de noviembre, la señora Nancy Cruz Cevallos, esposa de la presunta víctima, fue a visitarlo a la Base de la FAE, y éste le indicó que había sido víctima de presuntos actos de tortura por parte de los funcionarios de la FAE, y le entregó su uniforme de trabajo “lleno de sangre”. Indican que el día 25 de noviembre, la señora Cevallos fue informada que su esposo había fallecido y había sido trasladado a la morgue. 

9. Los peticionarios indican que el 26 de noviembre de 1985, la señora Nancy Cevallos presentó una denuncia ante el Comisario Sexto de la Policía Nacional por la muerte de su esposo, señalando a varios funcionarios de la FAE como presuntos autores de lo ocurrido. Señalan que ese mismo día se realizó la “autopsia de ley” por dos médicos legistas de la Policía Nacional, bajo la supervisión del Comisario Sexto de la Policía Nacional, y en ésta se concluyó que la causa de la muerte había sido por un “infarto del miocardio”, versión que habría sido reiterada por el Comandante de la II Zona Aérea, Teniente General Jorge Andrade Cevallos, durante una rueda de prensa ofrecida por los hechos ocurridos
.

10. Indican que los familiares de la presunta víctima “impugna[ron]” el resultado de la autopsia, por lo que el 2 de enero de 1986 se procedió a realizar la exhumación del cuerpo por parte de peritos del Instituto de Ciencias Forenses de la Universidad de Guayaquil. Señalan que del nuevo examen realizado al cuerpo de la presunta víctima, se concluyó que la muerte se había producido por una “combinación de causas” originadas en “politraumatismos severos ocasionados en diferentes partes del cuerpo […] principalmente a nivel de cráneo y riñón derecho, asociado a un síndrome de asfixia por sumersión”.
11. Los peticionarios indican que el informe presentado por el referido Instituto de Ciencias Forenses fue posteriormente ratificado por la Procuraduría General del Estado en fecha 10 de noviembre de 1986. Al respecto, alegan que las lesiones constatadas en la necropsia realizada, permiten deducir que el señor García habría sido torturado mientras se encontraba bajo la custodia de agentes de la FAE, y que estos actos habrían ocasionado su muerte. En ese sentido, sostienen que el Estado sería responsable por la violación a los derechos a la vida y a la integridad personal de Luis Fernando García, establecidos en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana. 
12. En relación a la investigación y juzgamiento de los hechos, señalan que el 25 de noviembre de 1985 se inició el proceso No. 10/85 en la jurisdicción penal militar. Indican que el 13 de enero de 1986, el señor Miguel García, hermano de la presunta víctima, presentó ante el Juzgado militar que conocía la causa, una solicitud para que se inhibiera de conocer el asunto, puesto que se trataba de hechos que no guardaban relación con el ejercicio de funciones militares, sin embargo, sostienen que esta petición habría sido negada. Asimismo, señalan que el Juzgado de Derecho de la Segunda Zona Aérea, mediante decisión de 21 de junio de 1993, condenó al Mayor Raúl Peñafiel Cedeño y al Capitán Nelson Meza Chimbo por el delito de “homicidio preterintencional”. Indican que esta decisión fue apelada por la defensa de los condenados y por el señor Miguel García, quien trató de intervenir en el proceso en calidad de acusador particular. Señalan que la Corte de Justicia Militar, mediante decisión de 1 de noviembre de 1994, rechazó la apelación presentada por el señor Miguel García, fundamentando que en el Código de Procedimiento Penal Militar no se establecía la figura de la acusación particular. 
13. Alegan que a partir de esta decisión, no se le permitió al señor Miguel García ser parte del proceso y no fue notificado de las posteriores resoluciones judiciales. En ese sentido, sostienen que al no haber tenido la oportunidad de participar en el proceso, se habría afectado el derecho de acceso a la justicia de los familiares de la presunta víctima, quedando éstos en un estado de indefensión, teniendo en cuenta por una parte que, los hechos estaban siendo juzgados en un fuero que no era el idóneo para investigar, juzgar y sancionar violaciones de derechos humanos, y por la otra, que no contaban con un recurso judicial efectivo para tutelar sus derechos y que les permitiera impugnar las decisiones dictadas en dicho proceso. En consecuencia, sostienen que el Estado sería responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana.
14. Asimismo, señalan que el 27 de mayo de 1996, fue dictada una nueva sentencia por el Juzgado de Derecho de la Segunda Zona Aérea a través de la cual se condenó al Mayor Raúl Peñafiel Cedeño, al Capitán Nelson Meza Chimbo y al Capitán Fausto Criollo Venegas. Indican que esta decisión fue ratificada por la Corte de Justicia Militar el 8 de octubre de 1997. Sostienen que a pesar de que con el resultado de la necropsia realizada luego de la exhumación, se podía deducir que las lesiones en el cuerpo del señor García habrían sido causadas con “alevosía, premeditación [y] ensañamiento”, los referidos funcionarios fueron condenados por el delito de “homicidio preterintencional”. Aducen que el referido Juzgado tuvo en cuenta además una serie de circunstancias atenuantes a favor de los acusados y les impuso la pena de dos años de prisión correccional y ordenó la suspensión del proceso respecto del Capitán Fausto Criollo Venegas “por no haberse presentado al mismo”. Asimismo, alegan que los otros dos funcionarios no habrían cumplido la condena impuesta. 
15. Respecto al agotamiento de los recursos internos, los peticionarios alegaron inicialmente que, dado que uno de los funcionarios que había sido acusado a nivel interno, se encontraba “prófugo”, hasta tanto no se le terminara de juzgar o la acción penal prescribiera
, correspondía entender que el proceso por la muerte de la presunta víctima seguía abierto. Asimismo, alegaron que la sentencia condenatoria contra los otros dos funcionarios, había sido dictada doce años después de ocurridos los hechos, con lo cual habría existido un retardo injustificado hasta llegar a una decisión definitiva en la justicia militar. Sostuvieron además que dicha decisión no le habría sido notificada al hermano de la presunta víctima, por las circunstancias antes descritas sobre su exclusión del proceso, en virtud de lo cual habría quedado imposibilitado de impugnar la referida decisión. En ese sentido, sostuvieron que eran aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos y que la petición se había presentado dentro de un plazo razonable. 
16. Posteriormente, frente a la excepción planteada por el Estado sobre los recursos disponibles a nivel interno desde 2008, a la luz de lo establecido en la nueva Constitución ecuatoriana, sostienen que la misma resulta improcedente, ya que por una parte éstos no existían para la época en que la petición fue presentada ante la CIDH, y por la otra, exigir su agotamiento sería “enervar” el concepto de plazo razonable, teniendo en cuenta que para el momento en que dichos recursos entraron en vigencia, ya habían transcurrido 24 años de ocurridos los hechos. Asimismo, alegaron que, conforme a lo establecido en la Constitución vigente para la época en que fue sustanciado el proceso penal militar, el recurso de amparo no era procedente para impugnar decisiones judiciales, por lo que tampoco era un recurso que correspondía agotar. 

17. Frente al alegato del Estado sobre la posibilidad de solicitar la nulidad de la decisión de la Corte de Justicia Militar, que excluyó la participación del señor Félix García como acusador particular, reiteran que la jurisdicción penal militar no era la vía idónea para juzgar hechos como los del presente caso. Agregan que la decisión de la Corte de Justicia Militar, en todo caso tuvo en cuenta las normas del Código de Procedimiento Penal ordinario, y aún así determinó que “en los juicios penales militares no se necesita de acusación particular para el resarcimiento de perjuicios”.
18. Finalmente, alegan que la muerte de la presunta víctima ha causado profundo sufrimiento a sus familiares y que éstos han sido víctimas de presuntos actos de hostigamiento, situación que se ha visto agravada por la alegada denegación de justicia
. 
B.
Posición del Estado
19. En respuesta al reclamo, el Estado sostiene que la petición es inadmisible en vista de que no se han agotado los recursos previstos en la jurisdicción interna, según exige el artículo 46(1).a de la Convención Americana. 

20. El Estado se refiere en primer término al marco fáctico descrito en la petición, indicando que la detención del señor García se realizó con fines investigativos por la desaparición de una cámara fotográfica en el aeropuerto donde éste trabajaba. En relación a las circunstancias que habrían ocasionado la muerte de la presunta víctima, indica que las causas de su fallecimiento ya han sido establecidas en los respectivos informes que constan en el proceso a nivel interno, por lo que corresponde es analizar si el reclamo presentado cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos en la Convención Americana. 

21. Señala que el proceso penal iniciado en el fuero militar devino en la decisión de 27 de mayo de 1996 del Juzgado de Derecho de la II Zona Aérea, mediante la cual fueron condenados dos funcionarios militares por el delito de “homicidio preterintencional”, y se les impuso una pena de dos años de prisión correccional. Indica asimismo que el proceso fue provisionalmente suspendido en relación a un tercer funcionario sindicado en el proceso por su falta de comparecencia al mismo. Al respecto sostiene que para la fecha en que fue presentada la petición, el proceso penal que se encontraba suspendido no había prescrito, por lo que aún no se había agotado todos los recursos. 

22. Sostiene que dicho proceso se llevó a cabo con el respeto a las debidas garantías procesales y que la CIDH no puede actuar como un tribunal de alzada para revisar las decisiones judiciales internas dictadas en el marco del mismo. Alega que la “inconformidad” de los peticionarios con el resultado del referido juzgamiento, no implica que se haya incurrido en una violación a los derechos establecidos en la Convención. 

23. En segundo término, el Estado sostiene que los reclamos presentados por los peticionarios en relación a la sustanciación del proceso penal militar, no fueron oportunamente planteados ante las autoridades internas. En ese sentido, señala por una parte que, el señor Miguel García omitió plantear que el Código de Procedimiento Penal Militar establecía que las normas del Código de Procedimiento Penal Común” eran de aplicación supletoria a todo lo no previsto en el Código de la justicia militar, disposición que le hubiese permitido legitimar su escrito de apelación contra la decisión que rechazó su intervención en el proceso en calidad de acusador particular. Asimismo, sostiene que la falta de notificaciones al señor Miguel García durante el referido proceso, era una “solemnidad sustancial subsanable” que éste pudo haber planteado de forma incidental en el proceso, para que esta situación fuera revisada por las autoridades judiciales militares, y se procediera a corregir las omisiones que hubiesen sido constatadas con base a lo establecido en el Código de Procedimiento Penal Militar. Agrega que la Constitución vigente para la época, establecía igualmente el recurso de amparo como un mecanismo para que cualquier acto u omisión de las autoridades judiciales, fuera “revisado, evitado o incluso remediado”, sin haber tenido que esperar a que se dictara una sentencia. 
24. Por otra parte, alega que la nueva Constitución de Ecuador, que entró en vigor en el año 2008, contempla nuevos mecanismos para asegurar el respeto de las garantías constitucionales y permite que las presuntas víctimas puedan obtener el reconocimiento de sus derechos y recibir las reparaciones a que haya lugar. En ese sentido alega que existen nuevas posibilidades de agotamiento, concretamente en relación a la posibilidad de interponer las siguientes acciones previstas en el ordenamiento jurídico constitucional: i) la acción de protección; ii) la acción por incumplimiento; y iii) la acción extraordinaria de protección. En particular, sostiene que la acción extraordinaria de protección es el mecanismo adecuado que permitiría revisar decisiones judiciales definitivas, para comprobar si durante el proceso de que se trate, se han vulnerado garantías constitucionales, circunstancia frente a la cual la Corte Constitucional tendría la facultad de declarar la nulidad de todo el proceso y ordenar que se proceda a una nueva sustanciación. Agrega que el alegato de los peticionarios sobre la utilización del fuero militar en el caso, no es suficiente para justificar el no agotamiento de los recursos ofrecidos a nivel interno para hacer valer dichas pretensiones.
25. En suma, el Estado aduce que desde el inicio del proceso penal a nivel interno hasta la actualidad, los peticionarios no han presentado recurso constitucional alguno, a pesar de que a la luz del nuevo marco jurídico constitucional, así como el que se encontraba vigente para la época de los hechos, han existido mecanismos disponibles para tutelar sus derechos. 
26. De igual forma sostiene que los hechos relacionados con la pérdida de trabajo del hermano de la presunta víctima, es una denuncia que correspondería analizar a las autoridades internas, por lo que la CIDH no puede actuar como una cuarta instancia para revisar lo relacionado con dicho asunto. 

27. Adicionalmente, alega que la referencia realizada por los peticionarios sobre el contenido del informe realizado por la “Comisión de la Verdad” en Ecuador, solamente puede ser considerada de forma indicativa. 

28. En vista de los argumentos anteriores, el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad del reclamo de los peticionarios.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
29. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977 fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.

30. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Asimismo, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura entró en vigencia para Ecuador el 9 de noviembre de 1999, es decir con posterioridad a los hechos materia del reclamo. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tiene competencia ratione temporis para aplicar la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a la obligación de investigar y sancionar los presuntos hechos de tortura y la presunta denegación de justicia por los hechos ocurridos con posterioridad a su ratificación.
31. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos
32. El artículo 46.1(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
33. Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuáles serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.
34. En el presente caso el Estado sostiene que sobre los hechos materia de la petición se llevó a cabo un proceso en la jurisdicción penal militar con el respeto a las debidas garantías, que devino en la condena impuesta a aquellos funcionarios militares respecto de quienes se determinó su responsabilidad por los hechos ocurridos. Asimismo alega que los peticionarios no han hecho uso de los mecanismos disponibles con la entrada en vigencia de la nueva Constitución desde el año 2008, en virtud de los cuales podrían obtener una revisión del proceso y, de ser el caso, volver a la sustanciación del mismo. En razón de lo anterior, sostiene que la petición no cumple con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos. Por su parte, los peticionarios sostienen que aplican las excepciones previstas en el artículo 46.2b) y c) de la Convención Americana, en vista de que el proceso se llevó a cabo en la jurisdicción penal militar, que en el mismo ha habido un retardo injustificado y que los familiares de la presunta víctima no tuvieron la oportunidad de participar en dicho proceso para impugnar las decisiones dictadas por las autoridades judiciales militares. 

35. En vista de los argumentos expuestos por las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso. Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se trate de hechos que comprendan la posible vulneración de derechos fundamentales y que se traduzcan en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio, es el Estado el que tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
. En ese sentido, la Comisión considera que en vista de que el presente reclamo involucra la presunta responsabilidad de agentes del Estado en la detención, tortura y muerte de un civil, el recurso adecuado para esclarecer los hechos, es una investigación penal en la justicia ordinaria, a fin de establecer la responsabilidad penal de los agentes del Estado involucrados y abrir la puerta a una posible reparación por daños y perjuicios.

36. La Comisión observa que por la muerte de Luis Fernando García, fue iniciado un proceso en la jurisdicción penal militar que culminó con la sentencia dictada por el Juzgado de Derecho de la Segunda Zona Aérea y confirmada por la Corte de Justicia Militar, contra dos funcionarios de la FAE por homicidio preterintencional, quienes fueron sancionados con dos años de prisión. Según lo informado, el proceso contra un tercer funcionario de la FAE se habría suspendido, por no haber estado éste presente durante el mismo, y de acuerdo a lo indicado por los peticionarios, los otros dos funcionarios no habrían cumplido con la pena impuesta. La Comisión observa que el Estado no ha proporcionado información sobre las acciones emprendidas por las autoridades a fin de lograr la ubicación del funcionario que estuvo ausente durante el proceso, y aquellas destinadas a dar cumplimiento a la referida decisión de condena. 

37. La Comisión se ha pronunciado en forma reiterada en el sentido de que las jurisdicciones especiales, como la militar o la policial, no constituyen un foro apropiado y por lo tanto no brindan un recurso adecuado para investigar, juzgar y sancionar posibles violaciones a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana, tales como el derecho a la vida, presuntamente cometidas por miembros de la Fuerza Pública
. Por lo tanto, el procesamiento ante el fuero militar de miembros de la Fuerza Aérea Ecuatoriana, presuntamente involucrados en conductas vinculadas al perjuicio de la integridad física de un civil y su muerte, no constituye un remedio adecuado para esclarecer su responsabilidad en las violaciones denunciadas en los términos del artículo 46.1 de la Convención Americana
. 

38. Por otra parte, la Comisión nota que el Estado ha indicado que actualmente existe, entre otras, una acción extraordinaria de protección que abriría la posibilidad de que el proceso seguido a nivel interno fuera revisado y, de ser el caso, decretar su nulidad. Por su parte, los peticionarios han indicado que esta acción no se encontraba prevista en la legislación ecuatoriana para el momento en que fue presentada la petición y que por el tiempo transcurrido desde la ocurrencia de los hechos, no sería exigible su agotamiento a la luz del criterio de plazo razonable. 
39. La Comisión reitera que la situación que debe tenerse en cuenta para establecer si se han agotado los recursos de la jurisdicción interna es aquella existente al decidir sobre la admisibilidad, puesto que el momento de la presentación de la denuncia y el del pronunciamiento sobre admisibilidad son distintos
. 
40. Lo anterior significa que transcurridos más de veinte años de ocurridos los hechos, las denuncias relacionadas con presuntas vulneraciones a derechos fundamentales, no habrían sido tratadas de oficio por las autoridades nacionales en la jurisdicción penal ordinaria. Por lo tanto, si bien existirían mecanismos teóricamente disponibles bajo la nueva Constitución, dadas las circunstancias del presente caso, corresponde considerar que el reclamo se enmarca en la excepción prevista por retardo injustificado.

41. Subsidiariamente la Comisión observa que durante el proceso penal en la jurisdicción militar, los familiares de la presunta víctima tampoco pudieron adherirse al mismo como parte acusadora, con lo cual habrían quedado impedidos de plantear los reclamos respectivos ante las autoridades que conocían de la causa, circunstancia que se enmarca dentro de la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2(b) de la Convención Americana.
42. Por lo tanto, dadas las características del presente caso, la Comisión considera que resultan aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.2(b) y c) de la Convención Americana, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible. 

43. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran o no violaciones a la Convención Americana.
2. Plazo de presentación de la petición

44. El artículo 46.1(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46(2) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

45. La presente petición fue recibida el 24 de mayo de 2004 y los hechos materia del reclamo se iniciaron entre el 18 y el 25 de noviembre de 1985. Los peticionarios solicitaron la inhibición del juez penal militar respecto de los hechos dado que éstos no guardaban relación con el ejercicio de funciones militares, y dicha solicitud fue denegada.  El proceso penal militar culminó con la decisión de la Corte de Justicia Militar el 8 de octubre de 1997, que confirmó la sentencia condenatoria contra dos funcionarios de la FAE y suspendió el proceso respecto de un tercer funcionario sindicado; la cual además no pudo ser impugnada por los familiares de la presunta víctima. Asimismo, se alega que las sentencias impuestas en el fuero penal militar no fueron cumplidas. De esta forma, transcurridos veintisiete años de ocurridos los hechos, sus efectos -en términos de la alegada falta de resultados de la administración de justicia y de la imposición de sanciones efectivas a los responsables- se extenderían hasta el presente
.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición, la Comisión considera que ésta fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimiento internacional

46. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1(d) y en el artículo 47(d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

47. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que los alegatos de los peticionarios podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, integridad personal garantías judiciales y la protección judicial en perjuicio de Luis Fernando García García, y a las garantías judiciales y la protección judicial en perjuicio de sus familiares, respectivamente contenidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47(b) y (c) de la Convención.

48. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. La Comisión observa que los alegatos expuestos podrían caracterizar violaciones al derecho a la libertad personal en perjuicio de Luis Fernando García García y a la integridad personal en perjuicio de sus familiares
, por lo tanto, la CIDH también considerará en la etapa de fondo presuntas violaciones de los artículos 7 y 5 de la Convención conforme ha sido indicado.

49. Con base en el razonamiento anterior, la CIDH considera igualmente que los hechos alegados en la petición respecto a la falta de investigación de los supuestos actos de tortura cometidos, de ser probados, podrían caracterizar violaciones a la obligación del Estado de realizar una investigación y un proceso penal prevista en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en vista de que la alegada falta de investigación de los hechos se habría mantenido con posterioridad a la entrada en vigencia de dicha Convención. 
V.
CONCLUSIONES
50. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. 
51. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana y a los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Con posterioridad a la presentación de la petición, el señor Miguel Félix García, hermano de Luis Fernando García, se constituyó como peticionario ante la CIDH. 


� Agregan que en el “sumario de ley realizado por el Teniente de Justicia de Aviación, Juez Penal Militar de la Segunda Zona Aérea”, de 25 de noviembre de 1985, se indicó que el señor García había sentido “intensos dolores en el pecho”, cayendo “de bruces en el pavimento” y que pese haber sido trasladado al “Policlínico”, había fallecido. 


� Indicaron que conforme a lo establecido en el artículo 79 de la Ley Penal Militar, la acción penal prescribía en el año 2007. 


� Los peticionarios no presentan información precisa sobre este punto, no obstante, aducen que el señor Miguel García, habría sido despedido de una institución pública en la cual había trabajado durante 28 años, presuntamente por las acciones realizadas por éste para la obtención de justicia en el caso de su hermano. 


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� CIDH, Informe No. 64/01, Petición 11.712, Leonel de Jesús Isaza Echeverry y otro, Colombia, 6 de abril de 2001, párr. 22. Véase también, Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte. Sentencia de 16 de agosto de 2000, Serie C No. 68, párr. 117; Caso Cesti Hurtado. Sentencia de 29 de septiembre de 1999, Serie C No. 65, párr. 151.  Ver también CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Chile, 27 de septiembre de 1985, pp. 199. 200. OEA/Ser.L/V/II.66 doc. 17; CIDH, Informe Anual 1996, 14 marzo 1997, pág. 688.  CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Ecuador, 24 de abril de 1997, pág. 36.  CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Brasil, 29 de septiembre de 1997, pág. 50.


� CIDH, Informe No. 16/09; Petición 12.302; Luis Eduardo y Andrés Alejandro Casierra Quiñonez; Ecuador; 19 de marzo de 2009; párr. 33.


� CIDH, Informe Nº. 52/00, Trabajadores cesados del Congreso, 15 de junio de 2000, párr. 21.


� CIDH, Informe No. 86/07, Petición 680-05, Elías Lindt López Pita y Luis Alberto Shinín Laso, Ecuador, 17 de octubre de 2007, párr. 58.


� Se incluye a los familiares de las presuntas víctimas tomando en cuenta lo establecido en el art. 35.1 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de su jurisprudencia. Ver Corte I.D.H. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 y Corte I.D.H., Resolución de 19 de enero de 2009 Caso González y otras (Campo Algodonero) Vs. México. Solicitud de ampliación de presuntas víctimas y negativa de remisión de prueba documental.
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